
Señor 

JUEZ SEGUNDO PROMISCUO MPAL 

Andes ANT. 

 

ref: ejecutivo rdo: RDO: 2019-00136 

Dte: Bancolombia 

Dda: Olga Lucia Restrepo Tobón 

 

JUAN ALBERTO PEREZ PAREJA, abogado titulado y en ejercicio, con cc 

15526211  de Andes Ant., con tp. 58696 del CSJ obrando como apoderado 

judicial del señor LUIS NORBERTO RESTREPO RESTREPO CC: 3.375.997, en 

calidad de curador legítimo y general, de la señora OLGA LUCIA RESTREOI 

TOBON CC: 43.284.949, mayor y de este municipio,  manifiesto a usted que 

descorro el traslado de la demanda de la referencia así:  

 

A LOS HECHOS: 

 

AL PRIMERO: Es cierto, no obstante ello la señora RESTREPO TOBON, para la 

fecha 19 de agosto de 2018 en la cual firmó el pagare objeto de recaudo 

ejecutivo, estaba privada de su capacidad legal  por haber sido declarada 

por sentencia de 14 de marzo de 2011 en interdicción definitiva por 

demencia, según providencia de la fecha dicha proferida por el juzgado 

promiscuo de familia de Andes.  

 

AL SEGUNDO: Es lo que consta en la literalidad del pagaré anexo a la 

demanda ejecutiva. Mas como se dejó dicho al dar respuesta al hecho 

anterior la autorización dada por la accionada carece de validez legal 

debido a la curaduría a que se encontraba sometida la obligada cartular 

ello debido a su discapacidad mental. Art 17 de la ley 1306 de 2009. 

 

AL TERCERO: Se remite a lo dicho al dar respuesta a los hechos anteriores. 

No todas las personas tiene capacidad legal o negociable, es por ello que 

el ordenamiento jurídico las considera como incapaces, habiendo ideado 

alguna medidas de protección de sus derechos, puesto que al no cumplir 

con uno de los elementos del acto jurídico como es precisamente el de la 

capacidad, los contratos que  se celebren en tales condiciones adolecen 

de nulidad absoluta, como en el presente caso, se itera, que la persona que 

suscribió el pagare carece de capacidad negocial.  

 

AL CUARTO: Como se ha venido sosteniendo al dar respuestas a los hechos 

anteriores si el negocio jurídico consistente en la obligación contraída por la 

interdicta con el banco demandante carece de validez siendo nulo 

absoluto, la obligación objeto de cobro carece de  validez. 

 

AL QUINTO: Es lo que consta en la literalidad de titulo valor. 

 

AL SEXTO: Teniendo en cuenta que los actos y contratos del demente 

posteriores al decreto de interdicción, serán nulos, igualmente no cabe 

predicarse en este caso de que el titulo valor objeto de recaudo ejecutivo 

preste tal merito, ya que el mismo es nulo de pleno derecho, aunque se 

llegare a alegar haberse ejecutado o celebrado en un intervalo de lucidez. 

 



EXCEPCIONES DE FONDO 

 

 

NULIDAD ABSOLUTA DEL PAGARÉ SUSCRITO POR FALTA DE CAPACIDAD 

LEGAL DE LA OBLIGADA U OTORGANTE. 

 

Como quiera que no todos los individuos de la especie humana tiene 

capacidad legal o de ejercicio y por ello ordenamiento los considera 

incapaces,  se ha ideados medidas para proteger sus derechos, puesto que 

al no cumplir con uno de los elementos estructurales del acto jurídico como 

lo es precisamente la capacidad, los contratos que celebre adolecen de 

nulidad absoluta, por lo que se frustran sus efectos. Una de estas medidas es 

la denominada interdicción, que con la ley 1306 de 2009, funge además 

como “una medida de restablecimiento de los derechos del discapacitado, 

y en consecuencias cualquier persona podrá solicitarla”.  

 

ARTICULO 48 EFICACIA DE LOS ACTOS INTERDICTOS 

 

“Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en el presente capitulo, los 

actos realizados por la persona con discapacidad mental absoluta, 

interdicta, son absolutamente nulos, aunque se alegue haberse ejecutado 

o celebrado en un intervalo lucido.”    

 

La jurisprudencia  de la sala civil de la corte suprema en cuanto a los actos 

celebrados por el interdicto por “demencia” discapacidad mental.  Ha 

indicado reiteradamente que frente a ellos se aplica una presunción de 

derecho de su incapacidad bastando acreditar que con anterioridad se 

había declarado la interdicción, por lo que no es necesario demostrar la 

discapacidad. 

Contrario al tratamiento que se le da a los actos que hubiese celebrado el 

discapacitado mental absoluto no interdicto, puesto allí al operar la 

presunción de derecho de capacidad  legal, se podría desvirtuar 

demostrando que la persona que realizo el acto se encontraba en ese 

intervalo padeciendo de una grave anomalía psíquica. 

 

La Corte Suprema de Justicia en relación con lo antes expuesto a dicho: 

Sala de casación civil, sentencia de 25 de mayo de 1976, reiterada en 

providencia  de 10 de octubre de 1978, línea jurisprudencial que se mantiene 

por ejemplo en sentencia del 13 de julio de 2005.  

 

“a.-) Presunción de derecho de incapacidad del interdicto. Es de derecho 

la presunción de incapacidad del interdicto por demencia, porque el 

mencionado artículo 553 estable que serán nulos los contratos que celebra 

“aunque se alegue haberse ejecutado o celebrado  en un intervalo lucido”. 

De esta suerte, para declarar la nulidad de todo acto  o contrato celebrado 

por un interdicto por demencia, basta acreditar que con que anterioridad 

se había declarado la interdicción, no es necesario, pues, demostrar que 

estaba entonces demente”.  

 

b.-) Presunción legal de capacidad del no interdicto. En cambio, la 

presunción de capacidad es legal,  porque el citado artículo 553, en su 

segundo inciso, admite desvirtuarla si se demuestra que la persona que 

celebro o ejecutado el acto o contrato estaba entonces demente. Por  



consiguientes, las actuaciones en la vida civil de las personas legalmente 

capaces que no han sido declaradas en interdicción judicial por insanidad 

de juicio,  están amparadas por la referida presunción legal de capacidad 

y en tal virtud son válidas, mientras no se declare judicialmente lo contario. 

Para  este efecto será necesaria la plena prueba de que la persona que los 

celebro padecía “entonces” una grave anomalía psíquica”. 

 

Es claro entonces que habiéndose suscrito el titulo valor objeto de recaudo 

ejecutivo el 15 de noviembre de 2018 y la obligada señora OLGA LUCIA 

RESTREPO TOBON declarada interdicta el 14 de marzo de 2011, estaba para 

aquella fecha. 

 

No obstante lo dispuesto en la ley 1996 de 2019, respecto de la interdicción, 

la declaratoria de la interdicción en caso presente se dio en vigencia de los 

art. 428 a 632 del CC. Siendo claro que la ley 1306 de 2009 entro en vigencia 

26 agosto de 2019, en fecha muy posterior y que  incluso el tiempo del  art. 

56 para la revisión de la interdicción o inhabilitación no terminado.  

 

Respecto de la capacidad de goce  y la capacidad negocial de ejercicio, 

la Corte Suprema de Justicia a clara en diferenciar las mismas, siendo claro 

nuestro caso que la señora RESTREPO TOBON, estaba privada o carecía de 

capacidad para suscribir el pagaré y por ello ese negocio jurídico esta 

viciado de nulidad absoluta por falta de consentimiento de la otorgante del 

mismo. 

 

Esto providencia ilustra lo dicho. 

 

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA. Magistrado Ponente. SC19730-2017. 

Radicación: 05001-31-03-007-2011-00481-01. 

“La capacidad del sujeto de derecho, siendo una, tiene una expresión dual 

o fraccionada, con independencia de todo tipo de anfibología que 

despierta el solo uso de su terminología jurídica:  

 

1. Como capacidad jurídica, natural o de goce es la aptitud para ser titular 

de relaciones jurídicas o para que determinado derecho u obligación se 

radique en un sujeto o éste sea titular del mismo. Se obtiene, por el solo 

hecho de nacer o de existir, en consecuencia, la posee toda persona sin 

necesidad de estar dotada de voluntad reflexiva, razón por la cual, 

constituye un verdadero atributo de la personalidad, como propiedad 

esencial de toda persona sin distingo, con las restricciones legales del caso. 

En esta órbita de la capacidad hállase el sujeto de derecho en estado 

pasivo, simplemente como receptor de derechos; y,  

 

2. La capacidad de obrar, de ejercicio, negocial es posibilidad, cualidad o 

aptitud de ser titular de derechos, de disponer y de contraer obligaciones 



en forma personal, voluntaria, autónoma y libremente, sin imposiciones; es 

la facultad para ejecutar o realizar determinado acto ideado por el 

intelecto; “(…) es poderse obligar por si mism[o], sin el ministerio o la 

autorización de otra persona” (art. 1502 del C.C.), y que por tanto, demanda 

una voluntad desarrollada o deliberativa. Es la habilidad legal para ejecutar 

o producir un acto jurídico, como tal, presumida legalmente en las personas 

mayores de dieciocho años, salvo distingos legales, en nuestro derecho, 

siendo esta la regla general, puesto que la inhabilidad o discapacidad 

constituyen la excepción. 

 

En consecuencia, la capacidad de obrar, se supedita a la existencia 

de una voluntad reflexiva o de discernimiento; de tal forma que representa 

el carácter dinámico por cuanto permite que el sujeto en ejercicio de su 

libertad negocial actúe produciendo efectos jurídicos con su conducta 

volitiva externa. Apareja, en sí, una presunción iuris tantum, por cuanto se 

permite probar lo contrario, esto es, la existencia de una discapacidad 

mental absoluta o relativa (artículo 15 de la Ley 1306 de 2009). La diferencia 

de la capacidad de goce, la de obrar se torna en condición o requisito de 

validez de los negocios jurídicos; y del mismo modo, si la capacidad jurídica 

se analiza vista en su aspecto pasivo, la negocial se presenta en su forma 

activa como ejecución de conductas en el ámbito de la autonomía del 

sujeto de derecho. 

  

La capacidad negocial permite ejercer o exigir derechos o contraer 

obligaciones en forma personal en pos de crear, modificar o extinguir 

relaciones jurídicas en forma voluntaria y autónoma; por esta razón el 

Diccionario de la Real Academia Española caracteriza la capacidad de 

obrar, negocial o de ejercicio como la “(…) aptitud para ejercer 

personalmente un derecho y el cumplimiento de una obligación”1, y la 

capacidad jurídica, natural, de goce, de adquisición o de derecho como 

“(…) aptitud legal para ser sujeto de derecho y obligaciones”2. Por esa 

razón, dada la presunción legal, en principio todos tenemos la suficiencia, la 

idoneidad, la competencia o facultad para comprometer los derechos de 

los cuales somos titulares, en forma directa y sin el ministerio legal o 

representación de otra personal, a menos de probarse lo contrario. 

                                                             
1 RAE, Diccionario esencial de la lengua Española, 22 edición; Madrid: Espasa Calpe, 2006, 

p. 270. 
2 RAE, Diccionario esencial de la lengua Española, 22 edición; Madrid: Espasa Calpe, 2006, 

p. 270. 



 

Por tanto, en punto del ejercicio de los derechos, las discapacidades 

absolutas, relativas o especiales (Ley 1306 de 2009 y artículo 1501 del Código 

Civil), deben probarse en procura de aniquilar un acto o negocio jurídico, 

las cuales no constituyen propiamente impedimentos, sino medidas de 

protección y de ética negocial de sus derechos; todo esto simplemente, 

porque la capacidad se presume, mientras la incapacidad debe 

demostrarse, según los términos del artículo 1503 del Código Civil: “Toda 

persona es legalmente capaz, excepto aquéllas que la Ley declara 

incapaces”. 

 

“El Código Civil, tiene dicho la Corte, “(...) distingue la capacidad 

jurídica de la capacidad legal: hace consistir la primera en la aptitud que 

corresponde a toda persona para ser sujeto de derechos y obligaciones; y 

la segunda en la habilidad que la ley le reconoce para intervenir en el 

comercio jurídico, por si misma y sin el ministerio o autorización de otras” CSJ. 

Civil. Sentencias del 5 de septiembre de 1972; ver también la del 25 de mayo 

de 1976 

“ 

El Código Civil, tiene dicho la Corte, “(...) distingue la capacidad 

jurídica de la capacidad legal: hace consistir la primera en la aptitud que 

corresponde a toda persona para ser sujeto de derechos y obligaciones; y 

la segunda en la habilidad que la ley le reconoce para intervenir en el 

comercio jurídico, por si misma y sin el ministerio o autorización de otras”3. 

 

En fin, la distinción entre uno u otro aspecto, así como lo relativo a la 

voluntad, en el marco de la Teoría General del Negocio Jurídico, ha sido ya 

explicada por esta Corporación, en palabras que no sobra recordar: 

 

“A manera de introducción resulta conveniente memorar que siendo 

por definición el consentimiento uno de los requisitos esenciales para la 

existencia del acto jurídico” (CSJ. Civil. Sentencia de 11 de abril de 2000.), y 

añade esta Sala, hallándose presente “cuando es sano, libre y espontáneo 

es así mismo elemento esencial para su validez, pues la ley no solamente 

reconoce la facultad que tienen los particulares para regular en gran parte 

sus relaciones jurídicas mediante manifestaciones privadas de voluntad, sino 

                                                             
3 CSJ. Civil. Sentencias del 5 de septiembre de 1972; ver también la del 25 de mayo de 

1976 



que también dispone de los mecanismos adecuados para protegerlos 

contra su propia ignorancia, y principalmente, contra el fraude y la violencia 

de que pueden ser víctimas al hacer uso de la referida facultad . Por este 

motivo, para todo acto jurídico no solamente se requiere que los agentes 

otorguen voluntariamente su consentimiento, sino que también se exige que 

lo hagan con cierto grado de conciencia y de libertad, fuera de lo cual el 

acto existe, pero queda viciado de nulidad; es decir, que no adolezca de 

ciertos vicios, cuya presencia destruye esa libertad y conciencia que la ley 

presupone en el agente o agentes al reconocerles poder suficiente para 

crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas”. 

 

PRUEBAS Y ANEXOS: 

-Sentencia de interdicción 

-Posesión del curador 

 

PROCESO CUANTIA Y COMPETENCIA:   

Lo indicado en el libelo demandador 

 

NOTIFICACIONES 

DEMANDANTE: La indicada en la demanda 

CURADOR: Andes Ant. Paraje la Aguada, zona rural. Cel.  321 833 03 07.  No 

tiene correo electrónico. 

APODERADO: Calle 49 No. 50-60 Andes Ant.  cel. 311 719 40 63. Correo 

electrónico: jupep@live.com 

 

 

Atentamente 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

mailto:jupep@live.com


 

 

 

 

 

 

Señor 

JUEZ SEGUNDO PROMISCUO MPAL 

Andes ANT. 

 

ref: ejecutivo RDO: 2019-00136 

Dte: Bancolombia 

Dda: Olga Lucia Restrepo Tobón 

 

Recurso de reposición contra  el auto que libro mandamiento de pago, 

como lo dispone el art. 430 del CGP. 

 

INCAPACIDAD DE LA DEMANDA PARA PROMETER  PAGAR UNA SUMA 

DETERMINDA DE DINERO POR ESTAR PRIVADA DE ESA CAPACIDAD LEGAL. 

,  

El pagaré es un tipo de título valor que se encuentra consagrado en el 

artículo 709 y siguientes del Código de Comercio, en el cual existe una 

persona denominada otorgante, que es alguien que promete pagar una 

suma determinada de dinero a otra persona denominada beneficiario o 

portador.  En dicho artículo se indica que  en el pagaré existe una promesa 

incondicional de pagar una suma determinada de dinero, promesa que 

debe ser  emitida por una persona con capacidad para ello.  Persona que 

este proceso estaba privada de esa capacidad legal para obligarse, lo que 

implica per se que esa promesa no existe en el mundo de lo legal, y no existe 

porque suscritora no tenia y no tiene  capacidad legal de obrar, de ejercicio, 

negocial, cualidad o aptitud de ser titular de derechos, de disponer y de 

contraer obligaciones en forma personal, voluntaria, autónoma y 

libremente, sin imposiciones; esa la facultad para ejecutar o realizar 

determinado acto ideado por el intelecto; ese poderse obligar por si 

mism[o], sin el ministerio o la autorización de otra persona, no existe ni existía 

en la promitente al momento de suscribir el pagaré objeto de cobro 

ejecutivo. art. 1502 del C.C. 

 

En consecuencia si quien  haca esa promesa de pago, por ministerio de la 

ley estaba privada de capacidad para ello, se debe entender que tal 

promesa no existe,  siguiendo tal senda, el pagaré es nulo, inexistente por la 

falta de capacidad para ello de la otorgante para obligase por si misma. 

 

Como quiera que no todos los individuos de la especie humana tiene 

capacidad legal o de ejercicio y por ello ordenamiento los considera 

incapaces,  se ha ideados medidas para proteger sus derechos, puesto que 

al no cumplir con uno de los elementos estructurales del acto jurídico como 

lo es precisamente la capacidad, los contratos que celebre adolecen de 

nulidad absoluta, por lo que se frustran sus efectos. Una de estas medidas es 

la denominada interdicción, que con la ley 1306 de 2009, funge además 

como “una medida de restablecimiento de los derechos del discapacitado, 

y en consecuencias cualquier persona podrá solicitarla”.  

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_comercio_pr021.html#709


ARTICULO 48 EFICACIA DE LOS ACTOS INTERDICTOS 

 

“Sin perjuicio de las disposiciones contenidas en el presente capitulo, los 

actos realizados por la persona con discapacidad mental absoluta, 

interdicta, son absolutamente nulos, aunque se alegue haberse ejecutado 

o celebrado en un intervalo lucido.”    

 

La jurisprudencia  de la sala civil de la corte suprema en cuanto a los actos 

celebrados por el interdicto por “demencia” discapacidad mental.  Ha 

indicado reiteradamente que frente a ellos se aplica una presunción de 

derecho de su incapacidad bastando acreditar que con anterioridad se 

había declarado la interdicción, por lo que no es necesario demostrar la 

discapacidad. 

Contrario al tratamiento que se le da a los actos que hubiese celebrado el 

discapacitado mental absoluto no interdicto, puesto allí al operar la 

presunción de derecho de capacidad  legal, se podría desvirtuar 

demostrando que la persona que realizo el acto se encontraba en ese 

intervalo padeciendo de una grave anomalía psíquica. 

 

La Corte Suprema de Justicia en relación con lo antes expuesto a dicho: 

Sala de casación civil, sentencia de 25 de mayo de 1976, reiterada en 

providencia  de 10 de octubre de 1978, línea jurisprudencial que se mantiene 

por ejemplo en sentencia del 13 de julio de 2005.  

 

“a.-) Presunción de derecho de incapacidad del interdicto. Es de derecho 

la presunción de incapacidad del interdicto por demencia, porque el 

mencionado artículo 553 estable que serán nulos los contratos que celebra 

“aunque se alegue haberse ejecutado o celebrado  en un intervalo lucido”. 

De esta suerte, para declarar la nulidad de todo acto  o contrato celebrado 

por un interdicto por demencia, basta acreditar que con que anterioridad 

se había declarado la interdicción, no es necesario, pues, demostrar que 

estaba entonces demente”.  

 

b.-) Presunción legal de capacidad del no interdicto. En cambio, la 

presunción de capacidad es legal,  porque el citado artículo 553, en su 

segundo inciso, admite desvirtuarla si se demuestra que la persona que 

celebro o ejecutado el acto o contrato estaba entonces demente. Por  

consiguientes, las actuaciones en la vida civil de las personas legalmente 

capaces que no han sido declaradas en interdicción judicial por insanidad 

de juicio,  están amparadas por la referida presunción legal de capacidad 

y en tal virtud son válidas, mientras no se declare judicialmente lo contario. 

Para  este efecto será necesaria la plena prueba de que la persona que los 

celebro padecía “entonces” una grave anomalía psíquica”. 

 

Es claro entonces que habiéndose suscrito el titulo valor objeto de recaudo 

ejecutivo el 15 de noviembre de 2018 y la obligada señora OLGA LUCIA 

RESTREPO TOBON declarada interdicta el 14 de marzo de 2011, estaba para 

aquella fecha. 

 

No obstante lo dispuesto en la ley 1996 de 2019, respecto de la interdicción, 

la declaratoria de la interdicción en caso presente se dio en vigencia de los 

art. 428 a 632 del CC. Siendo claro que la ley 1306 de 2009 entro en vigencia 



26 agosto de 2019, en fecha muy posterior y que  incluso el tiempo del  art. 

56 para la revisión de la interdicción o inhabilitación no terminado.  

 

Respecto de la capacidad de goce  y la capacidad negocial de ejercicio, 

la Corte Suprema de Justicia a clara en diferenciar las mismas, siendo claro 

nuestro caso que la señora RESTREPO TOBON, estaba privada o carecía de 

capacidad para suscribir el pagaré y por ello ese negocio jurídico esta 

viciado de nulidad absoluta por falta de consentimiento de la otorgante del 

mismo. 

 

Esto providencia ilustra lo dicho. 

 

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA. Magistrado Ponente. SC19730-2017. 

Radicación: 05001-31-03-007-2011-00481-01. 

“La capacidad del sujeto de derecho, siendo una, tiene una expresión dual 

o fraccionada, con independencia de todo tipo de anfibología que 

despierta el solo uso de su terminología jurídica:  

 

1. Como capacidad jurídica, natural o de goce es la aptitud para ser titular 

de relaciones jurídicas o para que determinado derecho u obligación se 

radique en un sujeto o éste sea titular del mismo. Se obtiene, por el solo 

hecho de nacer o de existir, en consecuencia, la posee toda persona sin 

necesidad de estar dotada de voluntad reflexiva, razón por la cual, 

constituye un verdadero atributo de la personalidad, como propiedad 

esencial de toda persona sin distingo, con las restricciones legales del caso. 

En esta órbita de la capacidad hállase el sujeto de derecho en estado 

pasivo, simplemente como receptor de derechos; y,  

 

2. La capacidad de obrar, de ejercicio, negocial es posibilidad, cualidad o 

aptitud de ser titular de derechos, de disponer y de contraer obligaciones 

en forma personal, voluntaria, autónoma y libremente, sin imposiciones; es 

la facultad para ejecutar o realizar determinado acto ideado por el 

intelecto; “(…) es poderse obligar por si mism[o], sin el ministerio o la 

autorización de otra persona” (art. 1502 del C.C.), y que por tanto, demanda 

una voluntad desarrollada o deliberativa. Es la habilidad legal para ejecutar 

o producir un acto jurídico, como tal, presumida legalmente en las personas 

mayores de dieciocho años, salvo distingos legales, en nuestro derecho, 

siendo esta la regla general, puesto que la inhabilidad o discapacidad 

constituyen la excepción. 

 



En consecuencia, la capacidad de obrar, se supedita a la existencia 

de una voluntad reflexiva o de discernimiento; de tal forma que representa 

el carácter dinámico por cuanto permite que el sujeto en ejercicio de su 

libertad negocial actúe produciendo efectos jurídicos con su conducta 

volitiva externa. Apareja, en sí, una presunción iuris tantum, por cuanto se 

permite probar lo contrario, esto es, la existencia de una discapacidad 

mental absoluta o relativa (artículo 15 de la Ley 1306 de 2009). La diferencia 

de la capacidad de goce, la de obrar se torna en condición o requisito de 

validez de los negocios jurídicos; y del mismo modo, si la capacidad jurídica 

se analiza vista en su aspecto pasivo, la negocial se presenta en su forma 

activa como ejecución de conductas en el ámbito de la autonomía del 

sujeto de derecho. 

  

La capacidad negocial permite ejercer o exigir derechos o contraer 

obligaciones en forma personal en pos de crear, modificar o extinguir 

relaciones jurídicas en forma voluntaria y autónoma; por esta razón el 

Diccionario de la Real Academia Española caracteriza la capacidad de 

obrar, negocial o de ejercicio como la “(…) aptitud para ejercer 

personalmente un derecho y el cumplimiento de una obligación”4, y la 

capacidad jurídica, natural, de goce, de adquisición o de derecho como 

“(…) aptitud legal para ser sujeto de derecho y obligaciones”5. Por esa 

razón, dada la presunción legal, en principio todos tenemos la suficiencia, la 

idoneidad, la competencia o facultad para comprometer los derechos de 

los cuales somos titulares, en forma directa y sin el ministerio legal o 

representación de otra personal, a menos de probarse lo contrario. 

 

Por tanto, en punto del ejercicio de los derechos, las discapacidades 

absolutas, relativas o especiales (Ley 1306 de 2009 y artículo 1501 del Código 

Civil), deben probarse en procura de aniquilar un acto o negocio jurídico, 

las cuales no constituyen propiamente impedimentos, sino medidas de 

protección y de ética negocial de sus derechos; todo esto simplemente, 

porque la capacidad se presume, mientras la incapacidad debe 

demostrarse, según los términos del artículo 1503 del Código Civil: “Toda 

persona es legalmente capaz, excepto aquéllas que la Ley declara 

incapaces”. 

                                                             
4 RAE, Diccionario esencial de la lengua Española, 22 edición; Madrid: Espasa Calpe, 2006, 

p. 270. 
5 RAE, Diccionario esencial de la lengua Española, 22 edición; Madrid: Espasa Calpe, 2006, 

p. 270. 



 

“El Código Civil, tiene dicho la Corte, “(...) distingue la capacidad 

jurídica de la capacidad legal: hace consistir la primera en la aptitud que 

corresponde a toda persona para ser sujeto de derechos y obligaciones; y 

la segunda en la habilidad que la ley le reconoce para intervenir en el 

comercio jurídico, por si misma y sin el ministerio o autorización de otras” CSJ. 

Civil. Sentencias del 5 de septiembre de 1972; ver también la del 25 de mayo 

de 1976 

“ 

El Código Civil, tiene dicho la Corte, “(...) distingue la capacidad 

jurídica de la capacidad legal: hace consistir la primera en la aptitud que 

corresponde a toda persona para ser sujeto de derechos y obligaciones; y 

la segunda en la habilidad que la ley le reconoce para intervenir en el 

comercio jurídico, por si misma y sin el ministerio o autorización de otras”6. 

 

En fin, la distinción entre uno u otro aspecto, así como lo relativo a la 

voluntad, en el marco de la Teoría General del Negocio Jurídico, ha sido ya 

explicada por esta Corporación, en palabras que no sobra recordar: 

 

“A manera de introducción resulta conveniente memorar que siendo 

por definición el consentimiento uno de los requisitos esenciales para la 

existencia del acto jurídico” (CSJ. Civil. Sentencia de 11 de abril de 2000.), y 

añade esta Sala, hallándose presente “cuando es sano, libre y espontáneo 

es así mismo elemento esencial para su validez, pues la ley no solamente 

reconoce la facultad que tienen los particulares para regular en gran parte 

sus relaciones jurídicas mediante manifestaciones privadas de voluntad, sino 

que también dispone de los mecanismos adecuados para protegerlos 

contra su propia ignorancia, y principalmente, contra el fraude y la violencia 

de que pueden ser víctimas al hacer uso de la referida facultad . Por este 

motivo, para todo acto jurídico no solamente se requiere que los agentes 

otorguen voluntariamente su consentimiento, sino que también se exige que 

lo hagan con cierto grado de conciencia y de libertad, fuera de lo cual el 

acto existe, pero queda viciado de nulidad; es decir, que no adolezca de 

ciertos vicios, cuya presencia destruye esa libertad y conciencia que la ley 

presupone en el agente o agentes al reconocerles poder suficiente para 

crear, modificar o extinguir relaciones jurídicas”. 

                                                             
6 CSJ. Civil. Sentencias del 5 de septiembre de 1972; ver también la del 25 de mayo de 

1976 
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